
DICTAMEN No. 146 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día tres de agosto de mil novecientos ochenta y dos, adoptó el acuerdo que 
copiado literalmente dice así:  
Número 93. Se da cuenta con consulta del Presidente del Tribunal Provincial 
Popular de Matanzas que es del siguiente tenor:  
"En la Sección Segunda del Capítulo Tercero que trata sobre las medidas de 
seguridad predelictivas el Código Penal dispone en el Artículo 84, inciso 3, que 
`el término de esta medida es de un año como mínimo ´; y el Artículo 87 que `el 
Tribunal, en cualquier momento del curso de la ejecución de la medida de 
seguridad predelictiva puede cambiar la clase o duración de ésta o suspenderla 
a instancia del órgano encargado de su ejecución o de oficio ´. En este último 
caso el tribunal solicitará informe de dicho órgano ejecutor. 
"Con motivo de informes del Departamento de la Fiscalía Provincial que atiende 
la Legalidad en los Centros Penitenciarios tenemos dudas en la Sala Penal y 
en los Tribunales Municipales sobre los puntos siguientes:  
A. Cuando llegue el día señalado a un asegurado que cumple la medida de 
seguridad impuesta por el Tribunal sin haberse recibido la evacuación del 
centro donde se encuentra. Si el Tribunal está en la obligación de disponer su 
inmediata libertad. Nuestro criterio es que los Tribunales no tienen que 
disponer esa libertad sin conocer realmente la conducta del asegurado en el 
centro donde se encuentra.  
B. Si se recibe la evacuación del asegurado próxima a cumplir el mínimo de la 
medida de seguridad no se le puede modificar la duración porque el máximo 
señalado es de cuatro años".  
El Consejo, dada la urgencia que requiere, acuerda evacuar por sí la consulta 
formulada en el sentido del siguiente: 
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Los Tribunales al imponer una medida de seguridad de carácter detentivo 
remitirán al órgano encargado de su ejecución una liquidación en la que se 
determine la fecha de su cumplimiento; por lo que, llegada esta fecha de 
cumplimiento de la medida detentiva, previamente fija en la liquidación, los 
Tribunales no están obligados a disponer expresamente la libertad del 
asegurado a que la misma se refiere.  
Si durante el cumplimiento de una medida de seguridad el asegurado observa 
mala conducta, o se considera que persiste en ella el estado de peligrosidad 
que determinó su aseguramiento, el tribunal podrá cambiar la duración de la 
medida, siempre que no exceda el límite máximo de 4 años establecidos 
legalmente; y en el caso de que haya cumplido como medida de seguridad ese 
término máximo habrá que iniciar un nuevo proceso, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 404 y siguientes de la Ley de Procedimiento Penal.  


